Gestion publica y mercado de trabajo

José Miguel Candia®

La temética del empleo en América Latina y de las cuestiones vincu-
ladas a ella fue adquiriendo forma a medida que se consolidaba
el proceso de industrializacién en nuestros pafses. La descomposi-
cién de las economfas oligdrquicas y el transito hacia una estruc-
tura productiva basada en la industria y en los servicios vinculados
a esta actividad tuvo enormes efectos sobre el fenémeno ocupa-
cional. El impacto de este proceso también modificé las relaciones
entre los propietarios del capital y los trabajadores y la vinculacién
que estos dos sectores polares de la sociedad tienen con el Estado.

El crecimiento de las actividades industriales y de servicios
impulsé los procesos migratorios, provocé la urbanizacién acele-
rada de las sociedades latinoamericanas y gener6 una nueva estruc-
tura de ocupaciones sobre la base material que ofrecfa el crecimiento
de la produccién no agrfcola.

La expansién del trabajo asalariado y la fuerte demanda de
mano de obra que se generé como resultado de la diversificacién
de las actividades productivas exigié una doble participacién del Esta-
do. Por un lado, se requirié la intervencién estatal para propiciar
la asistencia oportuna de la fuerza de trabajo y asegurar con esto
la afluencia de un contingente estable de mano de obra. Por otra
parte, se inicié un proceso de gradual reconocimiento de las deman-

® Sociblogo, Profesor invitado del Centro de Investigacién y Docencia Econémicas
(CIDE), México.
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das de los sectores sociales emergentes. La paulatina legalizacién
de los sindicatos y la creacién de los mecanismos jurfdicos y socia-
les destinados a proteger al trabajador dentro y fuera del 4mbito
laboral tenfan el propésito de acotar el conflicto obrero-patronal
dentro de lfmites razonables para el nuevo esquema econémico
y contribuir a la reproduccién de la fuerza de trabajo mediante
el otorgamiento de prestaciones que impactaran favorablemente
sobre el nivel de vida de la poblacién.

La relacién capital-trabajo quedé enmarcada dentro de los pa-
rdmetros normativos que fijaban los c6digos laborales de cada pafs.
A través de estos instrumentos jurfdicos se reconocié un conjunto
de prestaciones y se dispuso la formalizacién del vinculo entre
empresa y trabajador mediante la firma de convenios colectivos
que comprometfan a patrones y sindicatos de una misma rama
de actividad.

La difusién del sistema de lfnea de montaje y la produccién en
masa —caracterfsticas de esta etapa de la industrializacién—
requirieron una estructura de puestos bien definida y estabilidad
en el empleo.

La permanencia prolongada del personal ocupado en un mismo
puesto pasé a ser sinénimo de un buen desempefio por parte del
trabajador y de seguridad para las empresas. La continuidad en
el desarrollo de las mismas labores era garantfa de la aplicacién
confiable del trabajador en los conocimientos y habilidades de una
ocupacién especffica.

De esta manera la condicién de ‘‘empleado’’ se asoci6 a la
imagen de quien obtenfa un trabajo que, ademé&s de estable, se
encontrara protegido por las garantfas y prestaciones que se plas-
maban en los convenios colectivos de trabajo. Alcanzar esta situa-
ci6én era un objetivo casi natural para cualquier individuo buscador
de empleo que quisiera ingresar al mercado laboral.

La gesti6n piiblica en el 4mbito del empleo se encaminé a tres
4reas principales, la de las relaciones obrero-patronales fue una
de ellas.

Fijar las reglas de contratacién y uso de la mano de obra en
un contexto de expansién del empleo asalariado requirié la promul-
gacién de un cédigo laboral en el que se estableci6é que los contra-
tos colectivos de trabajo eran el marco en el que debfan especificarse
el ingreso y las condiciones en las que los asalariados se comprome-
tfan a prestar sus servicios. Sobre estas bases el proceso de industria-
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lizacién construy6 los soportes sociales que le dieron solidez y
estabilidad.!

El terreno de la seguridad social fue otro espacio clave de la
intervencién estatal. El ejercicio de un gasto piiblico expansivo
facilit6 el crecimiento de las obras sociales destinadas a proteger
la salud y brindar vivienda y educacién a los trabajadores. Para
materializar estas polfticas se requiri6 la creacién de organismos
y empresas piblicas destinadas a otorgar este tipo de servicios y
la sancién de leyes en las que se consagraba el derecho de la
poblacién a esas prestaciones bésicas.

Por 1ltimo la esfera de la intermediacién en los mercados de
trabajo, aunque ocupé un espacio menos relevante, fue otro lugar
de privilegio para la participacién del Estado. La creacién de insti-
tuciones piblicas destinadas a facilitar la vinculacién entre oferen-
tes y demandantes de fuerza de trabajo adquirié rapida difusién
en los pafses del 4rea. El ofrecimiento de un servicio gratuito de
colocacién pasé a formar parte del conjunto de las politicas piiblicas
destinadas a disminuir los tiempos de biisqueda de empleo y propi-
ciar que la oferta de mano de obra respondiera, en volumen y
caracterfsticas, al perfil de los puestos vacantes que generaba el
aparato productivo.?

La idea de la regulacidn y de la correccidn de los desequilibrios que
se registran en los mercados de trabajo inspiré en buena medida
la concepcién a partir de la cual se impulsé la creacién de orga-
nismos como los servicios piblicos de empleo.

La voluntad regulatoria respondfa a la etapa histérica en que
se formul6 el esquema general que inspir6 la creacién de los servi-
cios de empleo y de otras instituciones de fomento a la ocupacién.?
El Estado tenfa un caricter fuertemente protector y su presencia
en la vida econ6mica de las naciones era significativa. Las polfticas
de subsidios y de seguridad social estaban ampliamente difundi-
das y se pensaba que el ritmo de crecimiento econémico relati-
vamente alto que se habfa logrado a partir de la segunda posguerra
podrfa perdurar m4s alld de los tropiezos coyunturales.

! Secretarfa del Trabajo y Previsién Social. Ley Federal del Trabajo, México, 1990.

2 Codina, Francisco. ‘‘Los servicios publicos de empleo en América Latina,
1900-1980°", en Modernizacién de los Servicios Piblicos de Empleo en América Latina, Lima,
CIAT/Organizacién Internacional del Trabajo (OIT), 1991. )

3 Labra, Armando. Politicas de empleo, México, UNAM-Coordinacién de Humanida-
des, 1987.
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Las dependencias oficiales que desarrollaban tareas de interme-
diacién en los mercados de trabajo no escapaban a esta légica.
Las funciones de regulacién y de correccién de desequilibrios habfan
sido pensadas para una situacién de crecimiento del empleo formal
en el cual la desocupacién o los desajustes entre oferta y demanda
podrfan subsanarse mediante la accién oportuna del Estado y al
amparo de una economfa que prometfa generar trabajo para todos.
Las actividades destinadas a lograr la colocacién de los solicitantes
de empleo eran una accién prioritaria de la gesti6én piblica en el
mercado laboral. La consigna del ‘‘pleno empleo’’ que el Estado
desarrollista consagré durante los afios cincuenta contribuy® a refor-
zar esta funcién.

De manera parecida otros proyectos promovidos desde el Esta-
do respondfan a un razonamiento similar. Los programas de capa-
citacién para el trabajo y el impulso a la organizacién social para
la produccién mediante la constitucién de cooperativas y microem-
presas debfan resultar igualmente eficaces para atender las nece-
sidades de una poblacién que parecfa estar s6lo transitoriamente
en desventaja.

Las acciones mencionadas formaban parte de una estrategia
de empleo que inclufa también el manejo de otras variables econé-
micas —como la proteccién del mercado interno y de un nivel
de salarios relativamente elevados—, que resultaban sustantivas
para el buen funcionamiento del esquema de industrializacién que
estaba vigente.

El signo distintivo de ese periodo fue el crecimiento més o menos
sostenido, segin las experiencias nacionales, de la actividad indus-
trial destinada a sustituir importaciones y de los servicios financieros
y de mantenimiento y reparacién vinculados al sector secundario
de la economfa.

Existe una notable similitud en tiempo y contenido en la le-
gislacién laboral que los pafses latinoamericanos promulgaron a
medida que fue afianzdndose el modelo protegido de industrializa-
cién. Una resefia de los principales dispositivos legales permite
identificar un conjunto de ordenamientos jurfdicos con propésitos
equivalentes.

El Departamento del Trabajo de México cre6 en 1914 la Seccién
‘“‘Bolsa de Trabajo’’ y la Constitucién Polftica de 1917 estableci6é
en la fraccién xxv del Articulo 123 que el servicio de colocacién
se prestara a los trabajadores en forma gratuita.
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En Colombia se dict6 en 1927 la ley sobre registro de coloca-
cién de los trabajadores y en Ecuador fue promulgada en 1937
la Ley de Control del Trabajo y la Desocupacién que establecié
los criterios bajo los cuales debfan elaborarse los registros de po-
blacién ocupada y de trabajadores desempleados.

En Uruguay, mediante el Decreto Ley Nim. 8 950 de 1933
se ratific6 el Convenio Nim. 2 de la oIT y se impuls6 el servicio
de ““Bolsa de Trabajo’’ a través del Instituto Nacional del Traba-
jo, que serfa receptor también de la informacién referida a la
situacién del empleo que se captaba por medio del Registro Piblico
de Colocaciones.

Casi en el mismo afio Argentina y Chile establecieron normas
legales mediante las cuales se dispuso la creaci6én de organismos
cuya funcién especffica era atender a la poblacién desocupada y
llevar las estadfsticas en las que se reflejaba la situaci6n de los merca-
dos de trabajo.

El gobierno argentino ordené en 1932 la creacién de la Junta
Nacional para Combatir la Desocupacién y la realizacién de un
censo con el propésito de registrar a los trabajadores desemplea-
dos. Poco después, en 1934, mediante la Ley Ndm. 12 101, se
propicié, bajo la tutela del Estado, la coordinacién de todos los
organismos o instituciones que intervenfan en los mercados labo-
rales.

El Cédigo de Trabajo que se sancion6 en Chile en 1931
establecié que los servicios de colocacién de obreros los atenderfa
gratuitamente el Estado por intermedio de la Direccién General
de Trabajo.

En Peri se vivi6 un proceso similar. En el afio 1931 el gobier-
no de ese pafs dispuso normar el funcionamiento de las Inspec-
ciones Regionales de Trabajo y entre otras responsabilidades se
fij6 la de operar un sistema de bolsas de trabajo gratuitas y llevar
el registro de la poblacién desempleada.

El tono domtinante de los instrumentos jurfdicos mencionados
era la atribucién casi exclusiva de las funciones de vinculacién al
Estado. Si bien no se prohibfa la participacién de los intermedia-
rios privados la gestién piiblica asumfa la responsabilidad primaria
de llevar a cabo la tarea de vincular a las empresas con los busca-
dores de empleo.

En ciertos casos —como las disposiciones de 1944 en Argen-
tina que cancelaron la participacién privada— se opt6 por lega-
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lizar una situacién de monopolio en favor del servicio piiblico de
empleo, aunque estas politicas fueron poco frecuentes. En la mayo-
rfa de las experiencias nacionales la legislacién laboral autoriz6
la operacién de los agentes particulares como ayuda a las funcio-
nes que realizaba el Estado en esta materia. Sirve recordar que
la Ley Federal del Trabajo que se sancion6é en México en 1931
reconocfa la existencia de las oficinas privadas de empleo pero que,
con la incorporacién posterior de los Artfculos 537, 538 y 539,
se estableci6 el caricter ‘‘excepcional’’ del registro para las agen-
cias particulares y se restringi6 la intervencién de las mismas en
la contratacién de personal para los llamados trabajos ‘‘especia-
les’’. En el mismo articulado se recogen los antecedentes de 1934
que disponfan el establecimiento de bolsas de trabajo bajo respon-
sabilidad gubernamental y se ordena la creacién del Servicio Nacio-
nal de Empleo.

Otra norma de car4cter universal fue la gratuidad del servi-
cio de vinculacién para el trabajador que acude a solicitar un
empleo.*

Los objetivos que estaban implfcitos en el marco jurfdico que
se comenta pueden resumirse en tres propésitos principales: a) con-
trarrestar la actuacién de los intermediarios privados con lo que
se pretendfa alcanzar una situacién casi monopélica para los servi-
cios oficiales de empleo; b) quitar los obst4culos que dificultaban
lo que parecfa ser una confluencia natural entre oferta y demanda
en un periodo en que el empleo urbano crecfa de manera acele-
rada y c) formular polfticas de estfmulo a la ocupacién y de pro-
teccién al empleo como parte sustantiva de los programas de
desarrollo.

Por 1ltimo, cabe sefialar que la mayorfa de los pafses latinoa-
mericanos habfan suscrito el Convenio Nim. 34 de la Organizacién
Internacional del Trabajo, que se dio a conocer en 1933 y que
propugnaba la abolicién gradual de las agencias retribuidas de
colocacién. La versién revisada de este mismo Convenio (Ndm.
96 del afio 1949) fue ratificada por los gobiernos de la regién y
si bien se abrfa, en la parte III, la posibilidad de que las autori-
dades laborales de cada pafs valoraran la conveniencia de auto-

* Ricca, Sergio. Los servicios del empleo, Ginebra, Organizacién Internacional del Traba-
jo (orT), 1984.
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rizar la operacién de los agentes particulares, el espfritu del Convenio
era considerar al servicio privado de colocacién sélo como subsi-
diario de las actividades de intermediacién que el Estado desa-
rrollaba en los mercados de trabajo.’

Intervencién pidblica y modernizacién productiva

La confluencia de la crisis y de los cambios operados en la economfa
mundial a fines de los afios setenta trastocaron la calidad del empleo
y terminaron con las expectativas de mantener un ritmo de creci-
miento sostenido. Las nuevas condiciones quedaron definidas por
la inestabilidad laboral, la disminucién relativa de la ocupacién
en el sector formal y la expansi6én de las pequefias empresas, del
trabajo por cuenta propia y de la llamada precarizacién ocupa-
cional (empleo no registrado, trabajo domiciliario, formas encu-
biertas de subcontratismo, etcétera).

Un elemento significativo de la realidad econémica actual es
la desestructuracién de los grandes conglomerados empresariales.
La antigua concepcién administrativa que se sostenfa en el esque-
ma de mandos tinicos y concentracién de todas las fases del proce-
so productivo es sustituida gradualmente por la relocalizacién de
las plantas y la delegacién, a través del mecanismo de subcontrata-
cién, de algunas de las actividades que se requieren para generar
determinado bien o servicio.®

Este fen6meno de transferencia de ciertas funciones operati-
vas da lugar a un sistema de encadenamientos productivos en los
que puede descubrirse la participacién de cientos de pequefios esta-
blecimientos. Las microempresas y en general las unidades de
dimensién reducida encuentran, en ocasiones, un espacio propi-
cio para crecer y consolidarse como subsidiarias de los grandes
establecimientos.’

Otro elemento vinculado a la reestructuracién operativa de
las empresas es el proceso de descentralizacién que se manifiesta en

5 OIT. Convenio Niim. 96 sobre Agencias Retribuidas de Colocacién, Ginebra, 1949.

6 Storper, Michael y Allen Scott. ‘‘La organizacién y los mercados laborales del traba-
jo en la era de la produccién flexible'’, Revista Internacional del Trabajo, vol. 106, nim. 2,
Ginebra, 1990. -

7 OIT. El dilema ddl sector no estructurado, Ginebra, 1991,
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dos planos: en el &mbito nacional la estrategia consiste en ordenar
la instalacién de las nuevas filiales en zonas relativamente aleja-
das de la casa matriz pero en las que disponen, a bajo costo, de
algunos de los recursos que necesitan, como pueden ser energéticos
o determinadas materias primas; con esta polftica de inversiones
se ponen en marcha procesos de movilidad econémica y poblacio-
nal que alteran la configuracién de las regiones donde van a radi-
carse los nuevos establecimientos.

El otro nivel es el 4mbito internacional, en el cual las orien-
taciones tienden a ser similares. Bajo modalidades diversas —en
el caso mexicano se conoce este proceso por el régimen especial
que se estableci6 para la industria de ensamble o ‘‘maquila’’, en
otros pafses se opt6 por la creacién de ‘‘zonas francas’’—, es posi-
ble detectar que el comportamiento del gran capital en los Gltimos
afios tiende a fragmentar la produccién de un mismo bien en dife-
rentes plantas ubicadas en varios pafses. No siempre se trata de
filiales de una misma corporacién, es frecuente la subcontratacién
de empresas del pafs donde habrin de elaborarse algunos de los
componentes del producto o se realizard su ensamble definitivo.
La creacién de gigantescas zonas comerciales —a veces bajo el
modelo de ‘‘tratados de libre comercio’’— acelera el proceso de
globalizacién de la economfa y esta dindmica integradora exi-
ge rédpidas respuestas y alta capacidad innovadora en el disefio
y generacién de nuevos productos.

La ampliacién de los espacios de competencia comercial obli-
ga a los pafses a adoptar esquemas de produccién. flexibles. La in-
corporacién de tecnologfas sofisticadas y de sistemas 4giles para
la organizacién de la fuerza de trabajo han dado lugar al surgi-
miento de tendencias que, aunque no estan generalizadas en nues-
tros pafses, ya es posible detectar en los mercados laborales de
las ramas de actividad méas dindmicas.®

La difusi6n de nuevas maquinarias y equipos y la implantacién
gradual de los llamados “‘cfrculos de calidad’’ van creando nuevas
condiciones productivas que comienzan a expresarse en la reformu-
laci6én de los contratos colectivos de trabajo. Ciertas cldusulas y
disposiciones que aseguraban la estabilidad en el empleo y la perma-

8 Standing, Guy. ‘‘Ajuste estructural y polfticas laborales: ;hacia el ajuste social?,
Revista Estudios del Trabajo, nim. 3, Buenos Aires, enero-junio de 1992.
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nencia en un mismo puesto tienden a ser sustituidas por compro-
misos contractuales menos duraderos y por una mayor movilidad
del trabajador en el interior de la empresa.

De esta forma la imagen tradicional del obrero apegado a un
mismo oficio durante toda su vida es paulatinamente reemplaza-
da por la figura de un trabajador de nuevo tipo con mayor adap-
tabilidad a los cambios y polivalente en sus calificaciones.

Este objetivo general de biisqueda de la flexibilidad del factor
trabajo responde a la necesidad de adecuar el funcionamiento de
la mano de obra a las bruscas variaciones que en volumen y cali-
dad deben presentar los productos para competir en mercados en
los que las exigencias de los consumidores cambian de manera
acelerada.?

Es posible identificar dos principales tipos de estrategias de
flexibilidad laboral: la primera, definida como intema por algu-
nos autores, se orienta a mejorar las calificaciones y aptitudes poli-
valentes de los trabajadores y habilitarlos para el desempefio de
una multiplicidad de tareas; este tipo de flexibilidad también puede
lograrse mediante la creacién de nuevas categorfas profesionales
dentro de las empresas, con lo cual se amplfan las alternativas para
que los trabajadores pasen por diversos departamentos y operen
distintos equipos y maquinaria.!®

La flexibilidad externa se manifiesta en el conjunto de practicas
mediante las cuales las empresas pueden ajustar de manera rapida
el funcionamiento de la mano de obra. Los despidos temporales
de trabajadores a los que se recontrata con posterioridad, la rotacién
inducida por los propios empleadores, el incremento del personal
eventual y la subcontratacién son algunas de las modalidades més
difundidas de este tipo de flexibilidad.

En México, las transformaciones registradas en empresas auto-
motrices, sidertrgicas, telef6nica y textiles, son un ejemplo de cémo
la adopcién de esquemas flexibles de organizacién provoca cambios
sustantivos en el perfil de la fuerza de trabajo requerida y en la
calificacién y habilidades que se exigen para ocupar determinados
puestos.

9 “Flexibilidad Laboral’*, Revista El Cotidiano, nGm. 46, México, UAM-Azcapotzalco,
marzo-abril de 1992.

10 Organizacién para la Cooperacién y el Desarrollo Econémico (OCDE). ‘‘Further
education and training markets: concepts and policy issues'’, en Conferencia Interguberna-

tal de Educacion y Capacitacion Suplementaria de la Fuerza de Trabajo, Parfs, junio de 1991.
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Este proceso es todavfa desigual, su distribucién por pafsc.as
y ramas de actividad muestra que es muy marcada la coexistencia
de establecimientos que ain operan con criterios organizativos tradi-
cionales, con otros que han incorporado sistemas administrativos
y de produccién modernos.

Las transformaciones econémicas que se describen coincidie-
ron con el agotamiento del esquema sustitutivo de importaciones
y con la adopcién generalizada de polfticas de ajuste y programas
de reestructuracién productiva.

Bajo el impulso de este proceso de cambio se redefinieron las
estrategias de participacién estatal en los mercados de trabajo. Se
opt6 entonces por abandonar los presupuestos que habfan orien-
tado la gestién piblica en la etapa anterior.

El eje de las preocupaciones se traslad6 a otras instancias de
los mercados de trabajo y con ello se modificé también la concepcién
que inspir6 la creacién de los servicios piiblicos de empleo; se tran-
sit6 de lo que fue un manifiesto afAn monopélico y regulador sobre
la intermediacién entre la oferta y demanda de mano de obra,
al reconocimiento pleno de los agentes privados y al repliegue de
la gestién piblica en las actividades de vinculacién.!

En algunos pafses este cambio fue acompafiado por una
modificacién sustantiva del marco jurfdico. En Chile y Argentina
se reformularon de manera radical antiguas leyes y se promulga-
ron otras con el doble propésito de flexibilizar el mercado laboral
y ampliar los 4mbitos de accién de los agentes privados.

El gobierno argentino sancion6 en noviembre de 1991 una nue-
va Ley de Empleo que reconoce diversas modalidades de contrata-
cién incluidas aquellas que se efectian por tiempo determinado.
Con respecto a las actividades de vinculacién se legaliz6 la operacién
de las agencias particulares de colocacién y de las llamadas ofici-
nas de empleo temporal.!?

En el otro extremo, y como ejemplo de una vfa distinta de
adecuaci6n, puede mencionarse el caso de México donde la Ley
Federal del Trabajo y el Artfculo 123 de la Constitucién no han

!l Ricea, Sergio. ‘‘La actual transformacién de los servicios piblicos de empleo’’,
Revista Intenacional del Trabajo, vol. 107, nim. 1, Ginebra, 1988.

12 Ministerio de Trabajo y Seguridad Social. Ley Nacional de Empleo, Buenos Aires,
noviembre de 1991.
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sufrido modificaciones. No obstante se flexibilizan de hecho los
convenios colectivos de trabajo y se propicia la desregulacién de
los mecanismos administrativos que fijan los procedimientos para
la contratacién y el despido del personal.

En relacién a las agencias retribuidas de colocacién, México de-
cidi6 en 1990 ratificar sélo la Parte IIT del Convenio Ntm. 96
de la Organizacién Internacional del Trabajo; este apartado esta-
blece la necesidad de registrar a los agentes privados y vigilar su
funcionamiento pero no exige su supresién como aparece en el
Capftulo II del citado Convenio.

La misma OIT en un esfuerzo de adaptacién a las corrientes
neoliberales dominantes en el pensamiento econémico ha propues-
to desde 1982 que se reformule la reglamentacién que ese orga-
hismo promulgé sobre las agencias de trabajo temporal.

En sentido estricto, los cambios que se describen reflejan la
situacién real de los mercados de trabajo. Aun en los pafses donde
el monopolio de los servicios piiblicos de empleo estaba fijado por
ley, éstos nunca habfan llegado a controlar la mayorfa de las rela-
ciones de oferta y demanda en el mercado lahoral. En algunas
naciones industrializadas de Europa, que hasta hace pocos afios
exclufan a los agentes privados de las actividades de intermediacién,
las oficinas piiblicas de empleo sélo llegaron a manejar cerca del
20% de las vacantes. La asistencia a trabajadores desocupados
era mis alta, pero cabe recordar que estaba fuertemente motivada
por la vigencia del seguro de desempleo y por la obligatoriedad
de registrarse en las oficinas del servicio piiblico para tener dere-
cho a disfrutar de ciertas prestaciones que el Estado otorga en esos
pafses al trabajador desocupado.

En las sociedades latinoamericanas la cobertura ha sido consi-
derablemente menor. La casi inexistencia de un sistema de ayuda
econdmica para los desocupados, la asignacién de escasos recur-
sos para los servicios de empleo y una tradicién menos consoli-
dada del Estado en materia de colocacién hacen que las oficinas
piblicas de vinculacién s6lo tengan arraigo en algunos segmentos
del mercado de trabajo como son las demandas de personal para
actividades administrativas o de obrero general.

En relacién al apoyo material que reciben los servicios de
empleo hay algunas estimaciones efectuadas por expertos de la
OIT que permiten conocer la magnitud de los recursos que se desti-
nan para estos fines en distintos pafses. El c4lculo se efectué con-
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siderando el total de dinero que se dedica para apoyar diversas
acciones relacionadas con el empleo —seguro para desocupados
y renta a personas incapacitadas, servicio de colocaci(?n, 'ayuda
al trabajador migrante, orientacién profesional y capacn.tacu’)n—,
respecto al total de la Poblacién Econémicamente Activa (PEA).
Alemania gasta 1 500 d6lares anuales por cada integrante de la
PEA, Francia destina 1 000 délares por afio, Espafia invierte 400,
Marruecos 50 y México casi 1 délar al afio por cada persona que
forma parte de la poblacién activa. Si bien estos datos no permi-
ten hacer inferencias lineales, considerando que no todos los paf-
ses tienen una cobertura social tan amplia, las cifras mencionadas
son una aproximacién a las condiciones en que operan lo_s servi-
cios ptblicos de empleo en nuestros pafses en comparacién con
el dispositivo que manejan en Europa las instituciones del sector
laboral. .

La operacién de los servicios de empleo también comienza a
ser adecuada a las nuevas condiciones. Con el anterior esquema
administrativo, conocido como ‘‘gestién directa integrada’’, se
impulsé la consolidacién de instituciones que debfan transfor'mar-
se, en un futuro cercano, en las (inicas instancias de atencnéq a
los desocupados. El referente que se tomaba era el modelo de funcio-
namiento del INEM de Espafia o de los institutos de empleo de
Alemania y Suecia. El enfoque actual se encuentra a mitad de
camino entre dos modelos de gestién: uno es el llamado de admi-
nistracién ‘‘directa dispersa’’ que se aplica en pafses como Fran-
cia y Bélgica donde las oficinas piiblicas de empleo atienden 4reas
especializadas; el otro modelo que se considera adecuado para esta
etapa de modernizacién econémica es el que se conoce como gestiéon
‘“‘indirecta dispersa’’. Mediante este esquema admlnlstratlvo: que
est4 vigente en Inglaterra y Estados Unidos, las funciones de vincu-
laci6én son transferidas a las agencias privadas o se financia a insti-
tuciones particulares o semiptiblicas dedicadas a actividades de
intermediacién y de atencién a la poblacién buscadora de empleo.

Desregulacién econémica y flexibilidad laboral:
nuevas condiciones para la gestién publica

El colapso econ6mico de los afios ochenta y la aplicacién sistemética
de las polfticas de ajuste y modernizacién tuvieron un efecto catas-
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tréfico sobre el empleo. De esta manera, las acciones destinadas
alograr la colocacién de los trabajadores que buscan empleo —aun-
que persistan como propésito tltimo de la presencia estatal en los
mercados laborales— son reformuladas con el objeto de vincularlas
a otras actividades que cobran relevancia a la luz de las actua-
les condiciones econémicas.

En primer término, se impulsan las llamadas polfticas *‘reac-
tivas’ con el objeto de aliviar el costo social del ajuste; dentro
de una concepcién *‘solidarista’, que pone énfasis en las inicia-
tivas individuales, se formulan programas compensatorios para
ayudar a los desempleados y a los grupos poblacionales que viven
en condiciones de extrema pobreza; en paralelo se abandonan las
llamadas “‘polfticas de empleo’’ de orientaci6n neokeynesiana y
se desmontan las estructuras del Estado asistencialista. Para los
inspiradores de la polftica neoliberal debe romperse con un pasa-
do que construy6 *‘catedrales en el desierto’’ y canalizar esos recur-
sos hacia los productores privados. El mismo mercado ser ahora
el responsable de generar nuevas alternativas para los desocu-
pados.?

Otra actividad sustantiva del proyecto modernizador es la
promocién de acciones cuyo fin es lograr que el mercado de traba-
Jo se adapte a las condiciones que imponen los ajustes macroeconé-
micos. Los criterios ‘‘eficientistas’’ que inspiran al conjunto de
las medidas de gobierno se trasladan también al campo laboral.
En forma simult4nea, la acelerada multiplicacién de las agencias
privadas de empleo que bajo diversas modalidades —oficinas de
asesoramiento en materia de personal, agencias de ‘‘alquiler’’
de mano de obra, empresas subcontratistas, oficinas de trabajo
temporal—efecttian labores de vinculaci6n entre oferta y deman-
da reduce aiin m4s los espacios en los que tradicionalmente se
desenvolvfan los servicios piiblicos de empleo y obliga a esos orga-
nismos a readecuar sus funciones.

La orientacién de la actividad del Estado tiene ahora, como
objetivo prioritario, apoyar a los sectores econémicos en proceso
de reestructuracién a través de cuatro actividades principales:

13 Arzeni, Sergio. ‘‘Las polfticas de empleo son caducas'’, en E! Pais, Madrid, 27
de julio de 1992. Es importante mencionar que después de haber pertenecido a la demo-
cracia cristiana italiana y ser secretario particular del ministro Aldo Moro, Arzeni pasé
a desempefiarse como el principal asesor de los pafses de la OCDE en materia de empleo
Yy capacitacién de mano de obra.
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a) la recopilacién, sistematizacién y anélisis de informaci6n sobre
oferta y demanda de mano de obra; b) el impulso a la capacitacién
inicial o suplementaria para el trabajo y c) la agilizacién de acti-
vidades de vinculacién mediante la informatizacién de este servi-
cioy la promocién de la micro y pequefia empresa como eslabones
de la cadena productiva del sector moderno de la economfa. El
propésito tltimo es el de acompaiiar el cambio tecnolégico —que
resulta previsible en el marco de las polfticas de modernizacién—,
mediante el suministro de la fuerza de trabajo con los perfiles ocupa-
cionales que este proceso requiera.

Las tareas de sisteratizacién y anélisis de informacién sobre
el comportamiento de los mercados de trabajo —por regién, rama
de actividad u ocupacién— adquiere particular relevancia. El mane-
jo riguroso y oportuno de los principales indicadores de empleo
es el mecanismo a través del cual se procura brindar transparen-
cia a los mercados de trabajo. El disefio y operacién de un ‘‘obser-
vatorio’’ del mercado laboral es el instrumento mediante el cual
se pretende ‘‘monitorear’’ la evolucién de las vacantes, conocer
las ocupaciones mé4s requeridas y el nivel de los salarios que ofre-
cen las empresas y detectar los desequilibrios sectoriales o regio-
nales que pueda registrar la demanda de mano de obra en el corto
y mediano plazos.

Con los productos que genere ese ‘‘observatorio’’ se busca
dar transparencia al mercado y atender las demandas del sector
productivo que est4 incorporando nuevas tecnologfas y que cons-
tituye el pivote del proceso de modernizacién capitalista.

Por otro lado, la informacién —vista ahora como un insumo
que se entrega a los usuarios— es un elemento que, dentro de
la nueva légica econémica, puede convertirse en un factor que
contribuya a ‘‘organizar’’ los mercados de trabajo. En la medida
en que los actores sociales, empresarios y trabajadores, orienten
su bisqueda a partir de referentes informativos precisos la accién
de los agentes vinculadores serd menos relevante. De esta forma,
se espera que la gestién de intermediacién del Estado en relacién
al empleo comience a ser gradualmente innecesaria con lo cual
la delegaci6n de esta funcién en el mismo mercado estarfa plena-
mente legitimada.

Las disposiciones gubernamentales que se estan adoptando con
el fin de generar una oferta de mano de obra que responda en
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volumen y calidad a la demanda tratan de sustentarse mediante
el impulso a las acciones de capacitacién para el trabajo.

La revolucién tecnolégica en los pafses capitalistas centrales
tiene manifestaciones significativas en las economfas periféricas.
Los cambios en las estructuras de puestos y la répida caducidad
de los conocimientos y habilidades que se requieren para el desem-
pefio de una ocupacién obligan a vincular de manera més estre-
cha a las instituciones educativas de nivel técnico con los sectores
econémicos m4s comprometidos con el proceso de modernizacién.

Estas nuevas polfticas educativas formuladas a partir de una
detecci6n precisa de la demanda, o en otras palabras, de las cali-
ficaciones que requieren las empresas, llevaron en pafses como
Francia, Italia, Inglaterra, Irlanda y Alemania a crear institutos
donde se ensamblan las funciones de capacitacién y colocacién.
Esta idea de integrar los organismos piiblicos de empleo con los
de formaci6n técnica ha logrado répida difusién en los pafses menos
desarrollados. En Colombia, el Servicio Nacional de Aprendizaje
(Sena) retine y coordina ambas funciones mientras que en Argen-
tina, Brasil y Venezuela se impulsan proyectos parecidos.

Las actividades de colocacién de trabajadores, razén primaria
de la existencia de los servicios de empleo, est4n siendo reorien-
tadas para cubrir la demanda que proviene de los grupos empre-
sariales més dindmicos. La alta movilidad sectorial y regional de
la mano de obra y la acelerada transformacién de los procesos
productivos constituye un reto para las acciones de vinculacién
que desarrolla el Estado. La eficacia con que se realice esta gestién
determinar4 en qué medida las oficinas piblicas de empleo ser4n
capaces de ‘‘compartir’’ el espacio de la intermediacién con los
agentes privados.!*

La adecuacién de los procedimientos y la informatizacién
de las operaciones tienen el propésito de reducir los tiempos de
biisqueda para el solicitante de empleo y agilizar el proceso de re-
clutamiento y seleccién de personal que necesitan las empresas
para incorporar nuevos trabajadores. En ambas funciones las agen-
cias privadas de empleo han sacado una ventaja significativa con
lo que lograron aduefiarse de una franja importante del mercado.

% Fretwell, David. ‘‘Funcién de las estrategias laborales y servicios de empleo en el
ajuste estructural’’, Revista Servicio Piiblico de Empleo, AMPSE, Ginebra, primavera de 1993.
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Desde la l6gica econémica dominante en nuestros pafses la gestién
piblica de vinculacién queda cuestionada al existir agentes par-
ticulares que desarrollan con eficacia esta labor. La total transfe-
rencia de estas acciones al sector privado sé6lo podré detenerse si
el Estado rescata los objetivos ‘‘sociales’’ de la colocacién y forta-
lece su presencia en aquellos nichos del mercado que no son de
interés para los agentes particulares.

Los programas de impulso al autoempleo y a las microempre-
sas también est4n siendo replanteados a partir de las condiciones
econémicas y laborales prevalecientes; concebidas en un principio
como actividades de refugio o de ocupacién transitoria hasta tanto
surgiera la alternativa de un empleo en el sector formal, aparecen
ahora como opciones laborales de largo plazo y con posibilidades
de alcanzar un crecimiento productivo real cuando pueden vincu-
larse al circuito de las grandes empresas.

Las polfticas puiblicas se orientan en estos casos al logro
del despegue econémico de los pequefios productores mediante
el impulso a las llamadas ‘‘bolsas de subcontratacién’’ con el
fin de vincular a las microempresas con el sector moderno de la
economfa. Este encadenamiento puede lograrse en calidad de
proveedores de algunos servicios o bien asumiendo como sub-
contratistas la elaboracién de ciertas partes del producto final que
la empresa de origen prefiere delegar con el objeto de abaratar
COstos.

Como en ningiin otro momento, desde la creacién de los orga-
nismos ptblicos de empleo en nuestros pafses, la gestién estatal
en los mercados de trabajo se encuentra tan cuestionada. El auge
de las instituciones privadas dedicadas a desarrollar actividades de
colocacién y capacitacién y la orientacién de la actual polftica
econémica que reduce los &mbitos de participacién piiblica pare-
cen limitar la accién del Estado al espacio del empleo subvencio-
nado y a aquellos nichos del mercado en los cuales los puestos de
trabajo no pueden surgir si no existe un elevado financiamiento
gubernamental.

Con este objetivo se impulsa la creacién de los llamados fon-
dos de ‘‘solidaridad”’ y se apoyan cierto tipo de obras que més
que perseguir, en sentido estricto, un fin econémico, buscan al-
canzar prop6sitos sociales con la intencién de atemperar los efec-
tos destructores del empleo que acompaiian al nuevo modelo de
desarrollo.
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No obstante, debe recordarse que la racionalidad que inspira
las polfticas neoliberales vigentes en América Latina es reacia a
promover la expansién del gasto piiblico y que la masa de traba-
jadores que viven en una situacién de precariedad laboral casi
crénica y de pobreza extrema crece a un ritmo nunca alcanzado
en décadas anteriores.

Para este enorme segmento del mundo del trabajo no est4 defi-
nido atin quien contribuir4 a facilitar su insercién productiva desde
el momento en que el sector ptiblico redujo su presencia y los agen-
tes privados lo perciben como un mercado poco rentable.
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